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iLGUHiS OBSERViGIONES SOBRE EL NUEÏO CÓDIGO PEMIL
Conferencia pronunciada en la Academia de Jurisprudencia por don LUIS 
SAN MARTÍN LOSADA, académico profesor y archivero de la Corporación

fCont/nuación)
El art. 34 enumera los casos en que lá imprevisión, la imprudencia o 

impericia ha de reputarse grave o temeraria; y después de establecer en 
seis números todas las circunstancias imaginables que hacen que tal im­
previsión, imprudencia o impericia sea grave, se añade en el núm. 7.® <Si 
concurriere cualquier otra circunstancia que, a juicio del Tribunal demues­
tre la gravedad o temeridad de la culpa.»

Desde el momento en que en el Código se dejan una porción de hechos y 
circunstancias al arbitrio del Tribunal, bien pudo habérseles dado la facul­
tad de determinar cuándo la imprudencia, imprevisión o impericia ha de 
ser grave o leve; lo que no se puede hacer es concretar los hechos, las con­
diciones que han de concurrir para la definición de la gravedad, y termi­
nar después facultando al Tribunal para que, por analogía, extienda la 
declaración de la temeridad a otros hechos no especificados en la ley.

En el art. 64 se enumeran las atenuantes por las circunstancias de la 
infracción, y en el núm. 9.® se consigna que también lo será cualquier otra 
previa, simultánea o posterior a la infracción, y de igual entidad o análoga 
significación que las anteriores. Principio de analogía puro.

Podrá decirse que este principio constaba en el Código anterior (cir­
cunstancia del art. 9.”); es cierto; pero hay que tener presentes dos cosas: 
Primera, que en el Código del 70 no se consignaba el principio de la prohi­
bición de la interpretación extensiva ni la analogía; segunda, que en el 
nuevo Código no había necesidad de establecer tal circunstancia en contra 
del principio del art. 2.”, por ser completamente inútil. Pues si el efecto de 
esta atenuante consiste fínicamente en poder imponer la pena correspon­
diente al delito en su mitad inferior, como quiera que según la regla 1.^ del 
art, 151, cuando el delito se ejecute sin motivos de atenuación ni agrava-
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ción, podrán los Tribunales imponer discrecionalmente la pena que estimen 
adecuada, dentro de los límites señalados para el caso, no había necesidad 
de consignar en el Código tal circunstancia atenuante, pues cuando con­
curra en el hecho cualquier otra parte de las enumeradas, tienen en su ma­
no los Tribunales, por el arbitrio que se concede en la aplicación de las pe­
nas, el remedio para atenuar la correspondiente al delito, sin necesidad de 
que padezca el principio de la analogía.

Otro caso más. El art. 725 está dedicado a enumerar los hechos consti­
tutivos del delito de estafa. Consta de 21 números, en los que se incluyen 
todas las modalidades de tal delito; pues bien, como si fueran pocos, el 
núm. 11 dice textualmente: «Los que defraudaren o perjudicaren a otro pa­
ra obtener injustamente lucro o utilidad, valiéndose de cualquier engaño 
o artificio semejantes a los expresados ...». No puede darse caso más típico 
de la interpretación jior anología. Y así podríamos continuar, pero con lo 
expuesto basta y-sobra para justificar la afirmación hecha anteriormente, 
de que no obstante la prohibición contenida en el art. 2.® del Código, por 
analogía se castigan hechos no comprendidos en él como delitos, y se agra­
van o atenúan las penas de otros.

No ya la analogía, el mismo principio nuUum crimen sine lege se con­
tradice-en el art. 449, pues en él se pena al funcionario público que, en el 
ejercicio de su cargo, maliciosamente cometiere contra los derechos de otro 
alguna infracción no penada por disposición de este Código o de otra ley. 
¿Qué infracciones puedan ser esas que no estando comprendidas en el Códi­
go ni en ninguna otra ley son, sin embargo, punibles? ¿ No dice el artículo 
1.® que sólo serán castigadas las acciones u omisiones que la ley penal haya 
definido como delitos o faltas? ¿No añade el art. 26 que son infracciones 
criminales las acciones u omisiones voluntarias penadas por la ley? ¿A qué 
infracciones puede, pues, referirse el artículo 449?

ENCUBRIMIENTO
Continúa en el Código considerándose criminalmente responsables de 

los delitos a los autores, cómplices y encubridores. No sigue en esto al Pro­
yecto de 1912, que suprimió el encubrimiento como grado de participación, 
por haberse creado, como en el que va a regir, el delito especial de encu­
brimiento.

Y en realidad pudo haberse suprimido, porque los preceptos de los ar­
tículos 50, que define a los encubridores, y 513, que pena el delito de encu­
brimiento, no tienen diferencia esencial, pues hasta se emplean las mismas 
palabras en uno que en otro. En efecto, scji encubridores, según el primero 
de dichos artículos, los que, con ánimo de lucro, y sin concierto previo, 
pero con conocimiento del delito, y sin haber tenido participación en él, 
intervienen posteriormente ocultando o inutilizando el cuerpo, los efectos o 
los instrumentos del delito, para impedir su descubrimiento; albergando, 
ocultando o proporcionando la fuga al culpable.

fContimbará)
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Suprcso de JusUeia dice;
Testamentarías

(Conc/usíón) 
nombrado en testamento, no acomodándose el inventario que éste 
tenía realizado con el hecho judicialmente. Dictóse auto aprobando 
las operaciones particionales, confirmado por la Sala, e interpuesto re­
curso siendo Ponente el Magistrado señor Bajo, se declara no haber 
lugar.

CONSIDERANDO: Que el recurso de casación que acoge el artí­
culo mil seiscientos noventa y dos en su número primero de la ley de 
Enjuiciamiento Civil tiene por única finalidad determinar si el Tribu­
nal de instancia incurrió en alguna infracción de precepto legal sustan­
tivo o doctrina legal al resolver las cuestiones que sometieron a su deci­
sión los interesados, y reparar en su caso el derecho perjudicado.

CONSIDERANDO: Que el auto recurrido al confirmar la resolu­
ción de Juzgado, que aprobó después de resueltos otros incidentes y 
ponerlos de manifiesto a las partes, una de ellas la recurrente, por 
ocho días y no haberse formalizado oposición, las operaciones, diviso­
rias que en el juicio de testamentaría presentó el contador partidor 
testamentario don Francisco de Paula Ruiz Herrera, se atuvo acertada­
mente a lo dispuesto en el artículo mil ochenta y uno de la ley proce­
sal civil- y no hizo ni podía hacer declaraciones especiales porque 
ninguna cuestión se le había propuesto, por las partes, como pudieron 
verificarlo impugnándolas.

CONSIDERANDO: Que por ello este Tribunal no puede sustituir 
su misión por la encomendada a los Tribunales de instancia, para juz­
gar si el inventario que sirvió de base a las operaciones de división y 
adjudicación contiene o no los defectos que le imputa la recurrente y 
por tanto en el estado procesal que se halla la contienda no hay ele­
mentos para estimar la infracción de los artículos seiscientos cincuenta 
y nueve y mil cincuenta y Siete párrafo segundo del Código Civil en 
que se apoyan los dos motivos del recurso y menos si se tiene en 
cuenta que su finalidad va encaminada a la nulidad de lo actuado, 
sin expresarse el concepto, modo y forma de rectificarse las operacio­
nes de división y adjudicación mandadas protocolar; todo lo que con­
duce a la procedencia de desestimar el recurso en su totalidad.
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EXTRACTOS

Comunidad de bienes.^—Árbitros o amigables judiçiales 
Sentencia de 28 de Diciembre de 1928

Motivos: Artículos 402; 399, 393, 395, 406 y 1.462 G. C.
Letrados, don Felipe Sánchez Román y don Angel Ossorio. 
Procuradores, señores Soto y Zorrilla.
Ponente, señor Medina.

DOCTRINA
CONSIDERANDO: Que según tiene declarado este Supremo Tri­

bunal en sentencia de 28 de Abril de 1923, conforme a lo establecido 
en el artículo 392 en relación con el 348 del Código Civil, los condo­
minos son en realidad propietarios de toda la cosa común, al mismo 
tiempo que de una parte abstracta de ella, y les corresponden por 
imperio de la ley todos los derechos derivados de la propiedad, con 
la amplitud que abarca el concepto jurídico del dominio; y así se ob­
serva que en los preceptos que dedica a la regulación déla comunidad 
de bienes, que si bien proclama en el artículo 400 el derecho que asis­
te a todo comunero para hacer cesar respecto a él la comunidad, 
cuando no quiera continuar en ella, existen limitaciones que tienen 
por objeto amparar el derecho de los comuneros, que no se hallen 
dispuestos a privarse de la propiedad de su parte en la cosa común, 
en la que pueden tener interés de afección o utilidad dignos de res­
petarse; y con el fin de lograr la debida armonía entre el ejercicio de 
aquel derecho concedido a la libertad individual de todo comunero, 
con el de propiedad que quieran mantener sobre la cosa común los 
demás coopartícipes, para los cuales de otro modo vendría’a constituir 
el deseo del disidente, una verdadera expropiación sin causa que la 
legitimara, está la limitación del artículo 401 que no permite a los 
coopropietarios, exigir la división de la cosa común, cuando de ha­
cerla resulta inservible para el uso a que se destina, y en todos los 
demás casos las disposiciones de los artículos 402 y 406 garantizan el 
derecho a conservar la propiedad de los comuneros que quieran seguir 
poseyendo su parte, y solamente se dispone la venta de la totalidad, 
cuando la cosa sea esencialmente indivisible artículo 404, o desme­
rezca mucho en su división y no resulte convenio parala adjudicación 
entre los coopartícipes interesados en la conservación de su propiedad 
artículo 1,062 en relación con el 406; de cuyo» preceptos se deduce 
con evidencia que el legislador para llegar a la disolución de la co­
munidad por la venta de la cosa y reparto del precio, estima indis­
pensable que concurran conjuntamente las dos circunstancias: indi­
visibilidad de la cosa o gran desmerecimiento de la misma por la 
división en partes y que no se hubiera logrado después de legalmente
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intentado eí convenio para su distribución o adjudicación, a favor de 
los que se hallasen dispuestos-a abonar a los restantes el valor de su 
participación en la comunidad y sería opuesto al expresado criterio 
de la ley que en todos los demás casos no se mantuviera la proceden­
cia de llegar a la división material y específica de la cosa por alguno 
de los procedimientos a que se refiere el artículo 402, o los qüe ofre­
cen en concepto de derecho supletorio las reglas relativas a la divi­
sión de la herencia.

CONSIDERANDO: Que define el léxico mitad, cada una de las'^dos 
partes iguales en que se divide un todo y el adjetivo iguales califica 
con la misma propiedad todas aquellas cosas que puedan serlo por 
naturaleza, cantidad o calidad y puede aplicarse en relación con cada 
uno de estos conceptos y separadamente y es notorio que tratando de 
dividir por mitad una dehesa que tiene tierras de distinta clase; de­
dicadas a diferente especie de cultivo; con suelo y vuelo de diversas 
vegetaciones; y con edificaciones apropiadas para la unidad de con­
junto a la explotación a que venía dedicado el predio que constituye 
una sola finca de perímetro irregular, no puede ser la división que 
por mitad se ordena aquella división que consistiera en hacer de la 
misma dos partes tan idénticas que idealmente superpuestas llegaran 
a coincidir en todos sus accidentes de extensión topográficos, oro- 
gráficos, de cultivo, etc., porque esto sería absolutamente irrealizable 
por imposible, y es principio o regla„de derecho proclamado desde el 
Digesto imposibilia naíu7'a lege no7t conjirmaniur... solamente al Juez 
en ejecución de la sentencia pronunciada por la Audiencia de esta 
Corte incumbe la designación de las personas que con carácter de ár­
bitro o componedor amigable representare a doña Manuela, si ésta se 
negara a hacer el nombramiento, sin que para tal designación sea 
indispensable que las partes otorgaran el contrato de compromiso 
prevenido en el artículo 1.820 del Código, ni que los nombrados árbi­
tros estén adornados de las condiciones legales y debieran observar 
las solemnidades rituarias prevenidas en la ley de Enjuiciamiento 
Civil porque no se trata en el estado actual del negocio jurídico de 
dictar una resolución, que debiera poner término a controversias de 
las partes, sino de cumplir la que en ejercicio de su potestad juris­
diccional ha dictado un Tribunal competente, requerido por parte le­
gítima con el asentimiento del adversario y después de haber obser­
vado las mayores solemnidades de que la misma ley reviste a los jui­
cios declaratorios...

Compraventa mercantil 
Sentencia de 29 de Diciembre de 1928

Motivos: Artículos 332, 339, 340,306 C. Cm. 1766, 1767 y 1124 C. C.
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Letrados, don José Antonio Primo de Rivera y don Leopoldo Matos. 
Procuradores, señores Górriz y Grases.
Ponente, señor Perillán.

DOCTRINA

CONSIDERANDO: Que el artículo 50 del Código de Comercio es­
tablece que los contratos mercantiles en todo lo relativo a. sus requi­
sitos, modificaciones, excepciones, interpretación y extinción y a la 
capacidad de los contratantes se regirán, en lo que no se halle expre­
samente establecido en este Código o en leyes especiales por las reglas 
generales del derecho común; por lo que si bien es cierto que el ar­
tículo 1124 del Código Civil por contener una regla general en mate­
ria de obligaciones es aplicable al contrato, lo están sólo con carácter 
supletorio o sea en cuanto no se oponga a lo dispuesto en los artículos 
332, 339 y sus concordantes del Código de Comercio y en lo que no 
alcancen a regular sus imperativos; porque según regla de recta in­
terpretación de la Ley, es preciso tener presente para su acertada in­
teligencia no sólo el texto de cada uno de los preceptos articulados 
que la integran, sino también sus relaciones de concordancia entre sí 
y entre los de aquellos cuerpos legales que afectan a la misma materia, 
pues sólo así pueden ser entendidos con acierto y aplicados con justeza.

CONSIDERANDO; Que al vendedor de la mercancía rehusada sin 
justa causa por el comprador le autoriza el artículo 332 del Código de 
Comercio para que pueda pedir el cumplimiento del contrato o su res­
cisión, facultándole para solicitar en el primer caso, el depósito judi­
cial de aquélla; siendo obvio por lo tanto que al solicitar y obtener del 
Juzgado el demandante y vendedor, el depósito déla mercancía de 
autos, no sólo optó solemne y procesalmente por el cumplimiento del 
contrato litigioso, sino que llevó a efecto su consumación por la vía 
judicial; porque según lo dispuesto en el artículo 339 del mencionado 
Código, depositadas judicialmente las mercancías vendidas en el caso 
de rehúsa previsto en el artículo 332 citado, desde este momento em­
pieza para el comprador la obligación de pagar su precio al vendedor 
en los términos convenidos; quedando en su virtud aquél, dueño de 
ellas y constituido el vendedor en su depositario con arreglo a las leyes 
del depósito.

CONSIDERANDO; Queen consecuencia de los hechos de la opción 
y consiguiente depósito mencionados, surgió un estado de derecho, 
en méritos del cual la compradora, como dueña ya de la mercancía 
quedó obligada a satisfacer su precio al vendedor, y éste como mero 
depositario de la misma a conservarla a disposición de aquélla o a las 
resultas del expediente de depósito, sin poder por lo tanto disponer de 
ella; estado de derecho que nacido al amparo de la ley creó vínculos
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jurídicos entre ambas partes, que sólo podían romperse por el mútuo 
disenso o por ministerio de la ley encarnada en la autoridad judicial 
ante quien se tramitaba el expediente de depósito antes mencionado; 
por esto, separándose necesaria y conscientemente el legislador en el 
artículo 332 del Código de Comercio de la autorización condicional 
contenida en el artículo 1124 del Código Civil guarda silencio y nada 
dispone acerca del abandono o desistimiento por el vendedor de la 
acción ejercitada para obtener el cumplimiento del contrato en caso 
de ser esto imposible, pidiendo después su rescisión, por constituir 
este desistimiento y cambio de acción en materia mercantil, un su­
puesto antijurídico, que contradice abiertamente las disposiciones del 
artículo 339 ambos citados y los preceptos reguladores del depósito lo 
mismo mercantil que común; y de no ser entendidos así dichos artícu­
los no sólo resultaría flagrante la contradicción del legislador sino 
también subvertido el orden jurídico, ai desconocerse y conculcar un 
estado de derecho creado por la misma ley y consagrado por la auto­
ridad del Juez, lo que constituiría un absurdo; y según regla de recta 
interpretación no es lícito al Juzgador, ni a nadie entender las leyes 
de modo que conduzcan a la contradicción y al absurdo.

CONSIDERANDO: Que el mismo artículo 1124 del Código Civil al 
autorizar al perjudicado para que pida la rescisión del contrato in­
cumplido, aún después de haber optado por su cumplimiento, lo hace 
sólo en el caso deque este resultare imposible, o sea por via de excepción 
y por lo tanto reconoce implícitamente la existencia de una regla ge- 
neral a la que pone límite; regla establecida ya por el Legislador aun­
que con carácter absoluto, en la Ley 38, Título quinto. Partida quinta, 
que es el antecedente histórico de dicho artículo disponiendo: «...Peco 
con todo eslo en sn escojencia es del 'ceíidedor demandan el precio e' facer 
quépala la avenida o de renovarla... P despues que oviere escojido lina 
de esias cosas sobre dichas 7io7i se puede arrepe7iéi7' de 7nanera que 
deæe aquella po7^ auer la o¿ra..u> y la jurisprudencia de este Supremo 
Tribunal viene orientándose también en el sentido limitativo de tal 
opción al declarar en sentencias de 28 de Septiembre de 1899 y 22 de 
Junio de 1911 que la optativa cesa una vez planteada en la vía judicial; 
o sea como queda dicho, cuando ya ha causado estado de derecho; y 
como en el caso de autos no consta que se haya alegado ni afirmado 
siquiera la imposibilidad del cumplimiento del contrato litigioso osea 
el caso de exóepción establecido en el artículo 1124 repetido, bajo 
ningún punto de vista puede este precepto amparar el abandono y 
cambio de acción del vendedor demandante, y mucho menos la juris­
prudencia de este Supremo Tribunal referente al mismo.

CONbIDERANDO: Que no es obstáculo a los anteriores razona-
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en el comercio y del que constituye una poderosa palanca por la faci-? 
lidad que proporciona para la adquisición de efectos que sin ella no 
podrían comprarse, no puede decirse en tesis g'eneral que sea un pac­
to prohibido por el derecho, en atención a que la libertad de contra­
tación de antiguo reconocida en nuestra legislación y concretada en 
la conocida fórmula de que el hombre queda obligado de cualquiera 
manera que lo hubiera querido, no reconoce más valladar que la tri­
ple salvedad contenida en el artículo 1.255 del Código .Civil, relativa 
a que lo pactado se oponga a lo dispuesto por la ley, a los preceptos 
de la moral o al orden público, por lo que no contrariando estos se­
veros principios el llamado pacto de reserva dominical desde el mo­
mento en que ni la moral ni el derecho se oponen en modo alguno a 
que el comprador no adquiera la propiedad de la cosa comprada mien­
tras no satisfaga el precio convenido convirtiendo en tanto en un 
mero tenedor de ella, con obligación de conservaría como prenda y 
garantía del contrato celebrado, es notorio que se trata de un pacto 
lícito en derecho que ha sido reconocido y sancionado en algún Có­
digo extranjero e implícitamente lo autoriza nuestra legislación des­
de el instante mismo en que contienen sanciones penales para los que 
lo contravengan como lo evidencia el número vigésimo desarticulo 
725 del vigente Código Penal, que en forma expresa y categórica ha 
venido a considerar como reos de estafa a los que ya lo eran según la 
jurisprudencia por disponer de la cosa comprada ya a menor precio 
del en que la hubieran adquirido o sin abonar la totalidad del que sir­
vió de base a su adquisición de todo lo cual se infiere la procedencia 
del motivo primero en que el recurso se funda.

CONSIDERANDO: Que de igual modo hay que estimar la proce­
dencia del segundo motivo del recurso por constituir una consecuen^- 
cía indeclinable del primero aceptado, porque si conforme al artículo 
609 del Código Civil, que se cita como infringido, la propiedad se ad­
quiere, entre otros modos que menciona, por consecuencia de ciertos 
contratos mediante la tradición y si los contratantes son soberanos 
para estipular que no hay trasmisión de dominio mientras no se abo­
ne la totalidad del precio de la venta, es consecuencia obligada la de 
que al estimar el Tribunal sentenciador que la propiedad fué trans­
mitida por la entrega del objeto vendido y por consecuencia que es- ■ 
tuvo bien embargado como bien propio del deudor, infringe la ley 
del contrato, expresiva de que la venía no se enienderia consumada 
kasía el ¿oíalpa^o del precio, limitándose hasta ese momento el derecho 
del presunto comprador a la tenencia p uso de la cosa sin la libre dis­
posición del dominio, e infringe además el artículo 609 al estimar que 
el recurrido y demandado don José Pita Torres adquirió el dominio
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de los aparatos o artefactos comprados por el solo hecho de tenerlos 
en su casa para su uso y disfrute.

CONSIDERANDO: En orden al tercer motivo del recurso que la 
fuerza probatoria de los documentos privados tiene que ser estimada 
unas veces entre los que los suscriben y otras con relación a terceras 
personas y siempre es preciso examinar si se consideran por sí solos 
o aisladamente, de cuando se aprecian en relación armónica o de 
conjunto con otras pruebas practicadas, por lo que no es posible sen­
tar una regla general respecto de ellas, pero sí concretar en cada 
caso litigioso lo que fuese procedente dada su singular fisonomía y 
siempre dentro de los requisitos establecidos por las leyes, de donde 
se sigue que si el artículo 1.227 del Código Civil exige que la fecha 
de un documento privado se cuente para los terceros desde que ocu­
rra alguno de los tres supuestos que cita, porque ellos determinan de 
un modo indudable la certeza de la fecha en que fué otorgado, no 
puede haber inconveniente alguno en que la veracidad de esa fecha 
se pueda admitir desde que se comprueba con relación a otros actos 
que alejen toda sospecha de falsedad o simulación y por tanto en re­
lación con los documentos presentados con la demanda de tercería si 
los contratos de venta de los artefactos fueron anotados oportuna y 
debidamente en los libros de comercio del comprador y si esos libros 
se afirma que están requisitados en forma legal, es preciso concluir 
afirmando que los títulos presentados perjudican a tercero desde su 
fecha y por tanto que son eficaces para reivindicar los aparatos a que 
se refieren y por ende que debe darse lugar al recurso por lo que se 
refiere al tercer motivo del mismo.

Desahucio.—Precario
Sentencia de 14 de Enero de 1929

Motivos; Artículos 432, 436 y 1572 C. C. 1564 E. C.
Letrado, don Enrique Zarandieta.
Procurador, señor Albéniz Valencia.
Ponente, señor Avellón.

DOCTRINA
CONSIDERANDO: Que una de las causas por las cuales proceded 

juicio de desahucio, es la de que el arrendatario la disfrute en preca­
rio, sin pagar pjecio ni merced de ninguna clase y siempre que el de­
mandante sea dueño usufructuario, o tenga derecho a disfrutarla, y 
como estos dos requisitos fueron justificados en el juicio correspon­
diente, la sentencia dictada por el interior, se ajustó a los preceptos 
legales.

CONSIDERANDO; Que la finca objeto del desahucio aparecía ins-
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crita en el Registro de la propiedad,<a nombre de doña Carmen Abella, 
sin carga ni gravamen alguno, ni anotación de embargo, y con esta 
garantía del Registro de la propiedad, la adquirió el demandante don 
José Marcelino Taroncher, luego éste es propietario de la casa, con 
posesión legal y con el derecho preferente que le concede él artículo 
41 de la Ley Hipotecaria, y de aquí su personalidad perfecta para pro­
mover el juicio de desahucio al amparo del artículo 1564 de la ley de 
Enjuiciamiento Civil.

CONSIDERANDO: Que tiene el concepto de precarista el que dis­
fruta la finca sin pagar merced y con la obligación de desalojarla si se 
le requiere con un mes de anticipación; requisitos que han sido cum­
plidos con justificación completa en el acto del juicio.

No ha lugar.

Desahucio.—Posesión real 
Sentencia de 18 de Enero de 1929

Motivos: Artículo 1564 E. C.
Letrado, don Antonio Estades.
Procurador, señor Ruiz Calvez.
Ponente, señor de la Vega.

DOCTRINA
CONSIDERANDO: Que si bien el artículo 1442 del Código Civil, 

estima como tradición ficta de la cosa vendida el otorgamiento de la 
escritura pública dispone además que esa tradición no existe cuando 
de la misma escritura resultase o se dedujera claramente lo contrario 
que es precisamente lo que ocurre en el presente caso porque en la 
escritura pública presentada con la demanda y que fué otorgada en 
31 de Marzo de 1927 por la que don Zoilo García vendió a los deman­
dantes don Esteban Peña Carretero y don Celestino Martínez Sanz, la 
casa de cuyo desahucio se trata, en el mismo documento se pactó que 
el vendedor entregaría la finca a los compradores desocupada el día 
29 de Junio siguiente que era lo que los hoy demandantes habían 
convenido con don Zoilo García Peña en el documento privado de 11 
de Marzo,’de donde se sigue que no habiéndose justificado la entrega 
de la finca en cuestión, no existe la tradición de la misma y por tanto 
los actores carecían al interponer la demanda de la posesión real de 
ella requisito que exige el artículo 1564 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, precepto este que ha sido infringido por la Sala sentenciadora 
y por tanto es procedente el recurso de casación interpuesto por don 
Mariano García Pascual.

No ha lucrar.
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Falta de personalidad en el Procurador.—Costas 
al que loes de un incapacitado

Sentencia de 22 de Enero de 1929
Motivos: Artículos 1709, 1725 y 219..
Letrado, don Francisco Bergamín.
Procurador, señor Martín Cnico.
Ponente, señor Ibarguen.

DOCTRINA
CONSIDERANDO: Que en él pleito a que este recurso se contrae 

y en el &egundo de los pedimentos dé la demanda el actor don Joaquín 
Más Vera, solicitó que se tuviese por parte al procurador, hoy recu­
rrente don Mariano Martín Chico, en la representación acre­
ditada y que se mandara se entendiesen con el mismo las sucesivas 
diligencias, poniéndose también en el cuarto de los dichos pedimentos 
que se condenara en costas, gastos y perjuicios a quien se opusiera a 
a la demanda, y que al contestar a la misma la parte demandada in­
teresó: primero, que se estimara la falta de personalidad para compa­
recer enjuicio, no del Procurador aludido sinó del nombrado don Joa­
quín Más; segundo, que en el supuesto de no acceder a tal pretensión 
se desestimara la demanda manteniendo la incapacidad del señor Más 
Vera; y tercero, que en todo caso los gastos y costas del pleito no se 
imputarán con cargo a los bienes del incapacitado debiendo satisfa­
cerlos quien obstenta su representación, así como loS gastos y costas 
de la parte demandada, quedando por tanto planteada la litis en la 
forma y del modo expuestos.

CONSIDERANDO: Que todas las cuestiones que integran los cinco 
motivos del recurso pueden circunscribirse a determinar si la Sala de 
lo Civil de la Audiencia de esta Corte pudo, como hace en el fallo re­
currido, y estimando la falta de personalidad para comparecer en jui­
cio, del incapacitado don Joaquín Más Vera, no sólo declarar la nulidad 
de todo lo actuado en el juicio, absolviendo al demandado presidente 
del Consejo de familia don Joaquín María Grau, sinó imponer además, 
al repetido Procurador Martín Chico todas las costas personalmente 
por entender que éste había obrado con mala fé, ocultando la verdad, 
adulterándola o soslayándola ya que le constaba cuando se presentó 
la demanda, que el actor se hallaba incapacitado, o si como en el re­
curso se pretende la Salaba incidido en las infracciones legales que en 
el mismo se señalan con arreglo a lo establecido en los número 1.® y 
2.® del artículo 1.692 de la ley Rituaria.

CONSIDERANDO: Que el recurrente, como todo Procurador lo es 
de la parte que representa, era su mandatario y en tal concepto no 
puede estimarse que sea responsable personalmente a la parte con 
quien contrata, sinó cuando se obliga a ello o traspasa los límites del
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autos acontece toda vez one ni In b ““ « « de 
como además porTta no se ““ '* P*^ demandada, y 
dor para comparecer en inicio a personalidad de tal Procura- 
Más Vera, y la Sala sentenciad demandante don Joaquín 
ciamiento «vU tUneusefia aïc'ï de Enjui- 
un distinto número aunoue en el * • faltas de personalidad 
confundir dichas faltas de perso™aHda°d'*'^ æ**'" comprendidas, al 
las costas al hoy recurrente Pro d j consecuencia imponer palmario que infr^ “‘¿H u «««« ' es
de la precitada ley procesal une al cfé^t í ^^2

Nulidad de testamento
Sentencia de 25 de Ocíubrc de 1928

Procuradores señores I éno? Cayetano Ramires.Ponente, seMX Rodríguez de Viguri.

CONSIDERANDO: El de casM^r es

o error de interpretación do 1 V existido abuso, exceso, agravio 
sentencias y la forma practiea^div"^^^ declaraciones de dichas 
turbado y el llamado de infracción de ley Tde^dTcttina T’ 

tiene la ¿anXdSíede las leyes, 

el recurso sirven para resolver el P'”' "I"® ®® décide dictarse en el caso^reXI^enll .-Æ*

Tribunal de instancia abstenerse dTueva^altuo el^" ” 
respectivo a las restanfpq mír, j / . ® pronunciamiento
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dir las alegaciones correspondientes a los de carácter • 
el recurso de casación, y al resolverlo' hay precesión d^haee^^^n®” 
las mismas la deplarapínn j j piecision de nacer sobre
sis quedarían sub stent^^^^ hipó-
casación, por los cuales podr^aZedar decwíd ““ “

declare nulo el testamento de d réplica, que seA. ísa áí:L"2". s° rr: " " ?
s'‘““í ““‘«'ys * Wïs.’ïï

.XlXhïï.ui"'"'" ’■'• "• '• y~“ ■■■‘i
S7íS?'»g*"7~5 
Saaa=5,SS3S

gencia indispensables para expresar su voluntad de nn mnj j i- 
berado y consciente; y comprendido entre
Civil ni^ y* ^c^dc el artículo seiscientos sesenta y dos del Códifro 
Civil pueden ejercitar todas las personas a quienes laív nn i

y ‘i“®**^'^‘‘“al o accidentalmente no se halle en su cabal juicio,
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es conforme a dichos preceptos y tiene reiteradamente declarado este 
Supremo Tribunal que la integridad mental indispensable para ejerci­
tar válidamente el derecho de testar es un supuesto que constituye 
presunción «juris tantum», obliga a estimar que concurre capacidad 
plena para otorgar testamento a favor de todos los que sean mayores 
de catorce años y solamente puede ser destruida por úna prueba com­
pleta y evidente en contrario; y en los testamentos solemnizados con 
arreglo al artículo seiscientos ochenta y cinco-de dicho Código el jui­
cio que sobre la capacidad del testador hayan formado en el acto de 
otorgar el testamento que es el a que ha de referirse el juicio sobre 
tan esencial extremo conforme al artículo seiscientos sesenta y seis, 
el Notario y los testigos que le autorizan tiene un valor de preferencia 
para decidir la duda, que respecto a la validez del testamento pueda 
luego ser suscitada, que no se puede ni se debe desconocer, porque no 
estando declarada previamente la incapacidad de una persona la ase­
veración hecha por el Notario de que a sú juicio, se hallaba en la in­
tegridad de sus facultades mentales, sólo puede destrúirse por una 
prueba evidente en contrario, y la afirmación de dicho funcionario 
sólo puede negarse mediante la comprobación real y positiva, que ha 
de suministrar quien alegue la incapacidad o perturbación mental del 
causante en el acto de otorgar el testamento, tanto más cuanto que 
son principios fundamentales reguladores de la testamentificación, 
que ni la enfermedad ni la demencia obstan al libre ejercicio de la fa­
cultad de testar cuando el enfermo mantiene o recobra —si la perdió 
antes— la integridad de sus facultades intelectuales, como se declaró 
por este Supremo Tribunal en sentencia de veintidós de Enero de mil 
novecientos trece; y en la de veintinueve de Diciembre de mil nove­
cientos veintisiete se ha restablecido, que es ir contra dichos preceptos 
y jurisprudencia el declarar nulo un testamento, por circunstancias 
de carácter moral o social nacidas de hechos que determina el Tribu­
nal sentenciador, anteriores o posteriores al acto del otorgamiento, 
por ser un principio de derecho que la voluntad de hombre es mudable 
hasta la muerte; y de estas premisas se deduce como lógica conse­
cuencia, que para declarar nulo un testamento otorgado ante Notario 
y testigos, que adveraron que el testador se hallaba a su juicio en el 
acto de otorgarlo, con la capacidad legal necesaria, es absolutamente 
preciso que existan demostrados hechos que de un modo indudable des­
truyan aquella privilegiada afirmación, porque sean suficientes para te­
ner por justificado cumplidamente que en el momento de testar no obra­
ba el testador con el libre albedrío propio de los hombres que disfrutan 
cabal juicio, esto es, integridad mental bastante para decidirse de un 
modo consciente y deliberado en la expresión de su postrimera volun-
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tad, a lo que no constituye impedimento el que se halle la persona 
otorgante aquejada de padecimientos físicos, si ellos no afectan al es­
tado mental con eficacia bastante para constituirlos en entes privados 
de razón, que son los exclusivamente comprendidos en la incapacidad 
que determina el número segundo del artículo seiscientos sesenta y 
tres del Código Civil.

CONSIDERANDO: Que en la demanda se expone el hecho funda­
mental de la incapacidad alegada diciendo «la fórmula es completa, 
pero tan concisa y breve que nada tiene de particular que el testador 
expusiera su voluntad aún en menos palabras, sin dar lugar a que el 
Notario y los testigos observasen en él síntomas inductivos del estado 
en que se encontraba» y se pida la nulidad del testamento como otor­
gado con dolo o fraude, invocando el artículo 673 del Código Civil, 
alegaciones-mantenidas en el escrito de réplica que fueron después 
acogidas por el Juzgador, por lo que a la capacidad del testador en el 
acto del otorgamiento se refiere, apreciando de las pruebas, como en 
resumen se concluye en el Considerando noveno, que don Nicolás 
Piñeyro, un debilitado mental cuando llegó a fines del año 1914 a su 
casa de Rega, poco después un melancólico con ideas fijas, anciano 
en estado lamentable, enfermo, decrépito y achacoso, esto es, un de­
mente senil, en la tarde del 11 de Abril de 1915, sin estar en estado 
visible de embriaguez, apreciación que no consiente la rectitud del 
funcionario que atorizó el acto, tenía deprimidas las facultades su­
periores por influencia de los alcoholes ingeridos poco antes, que ha­
cían mayor la incapacidad inherente a su estado senil y concediendo a 
estas afirmaciones del juzgador todo el valor que se les puede atribuir 
como hechos probados, en cuanto se oponen a la declaración del No­
tario y testigos, estimados los conceptos que expresan conforme al 
valor léxico de las palabras empleadas en la sentencia, son insufi­
cientes para fundar en ellas la falta de capacidad para testar en quien 
sea objeto de hallarse en dichas condiciones orgánicas; porque ni el 
derecho ni la medicina consienten que por el solo hecho de llegar a 
la senilidad, equivalente a senectud o ancianidad, se haya de consi­
derar demente, que a esto equivale la afirmación que contiene la sen­
tencia de ser inherente aquella situación, perfectamente fisiológica 
en la mayoría de los casos, al estado de demencia, qúe constituye un 
estado específico y patológico, que requiere especial declaración para 
ser fundamento de situaciones de derecho, en absoluto ausentes de la 
sentencia que no afirma concretamente que don Nicolás estuviera 
privado totalmente de razón o falto de cabal juicio cuando otorgó el 
testamento, que se supone afectado de nulidad, y esto era absoluta­
mente preciso para estimar al testador incurso en la incapacidad del
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numero 2. del artículo 663 del Código; siendo de notoriedad evidente 
como la experiencia demuestra y la historia ofrece múltiples justifi­
caciones de este aserto, que personas que alcanzaron la edad que di­
cho señor tenía cuando otorgó el discutido testamento, aún bajo la 
influencia de las debilidades, con las melancolías y los padecimientos 
orgánicos que suelen acompañar a tal grado de longevidad, realiza­
ron actos que son gloria para la humanidad aprovechada de sus be­
neficios en todos los aspectos del saber; que por su mesurado y más 
leflexivo pensamiento hacen más dignas de respeto las depuradas 
manifestaciones de la voluntad de los viejos no privados de razón, y 
en cuanto a la supuesta embriaguez, para que fuese bastante a privar 
del albedrío y por ende de su capacidad al testador solamente el gra­
do que se considera de inconsciencia, ya se cuida el mismo Juzgador 
de afirmar que no había llegado ni a condiciones de visible aprecia­
ción para el Notario y testigos que concurrieron al acto, y por tanto 
de las mismas afirmaciones de la sentencia.es forzoso deducir en de-, 
recho, que la capacidad de don Nicolás cuando otorgó el testamento 
de 11 de Abril de 1915 no estaba afectada de falta de cabal juicio que 
permita declarar la nulidad de dicho solemnísimo acto de la vida ju­
rídica de dicho señor, cualquiera que sea el valor que se conceda a 
las demás afirmaciones, que contiene la sentencia, en relación con los 
hechos que como realizados anteriormente y en el expresado día atri­
buye a don Nicolás, antes o después de la hora en que se dió vida y 
forma al testamento que los Tribunales de ambas instancias han de­
clarado desprovisto de valor.

CONSIDERANDO: Que como el testamento de don Nicolás Piñey- 
ro se ha redargüido de nulo, por estimar que contiene la expresión de 
una viciosa captación de la voluntad del testador, como comprendido 
en la nulidad que previene el artículo seiscientos setenta y tres del 
Código Civil, es procedente ahora, en relación con la sentencia y mo­
tivo primero del recurso de casación, estudiar si se ha infringido dicho 
precepto al aplicarlo al testamento.

CONSIDERANDO: Que el acto doloso está caracterizado por ser 
producto de astucia, maquinación o artificio empleados para engañar 
a la persona que lo realice por otra a quien pueda beneficiar el fin 
propuesto y con tan injusto procedimiento conseguido; es por tanto • 
producto de un engaño o resultado de falta de verdad empleado por 
quien se proponga, y lo haya así conseguido, frustrar la ley o privar 
de derechos que de la misma se derivan, un fraude con la consiguiente 
existencia de perjuicios apreciables, y así entendido el dolo, como pa­
ra los contratos aparecq definido en el artículo mil docientos sesenta

(Conc/uirá)
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Revista DB Tribunales 3

El Patrimonio familiar inembargable
(Con//nuac/on)

>Cúando hubiera que proceder contra salarios, sueldos o retribucio­
nes superiores a dos pesetas cincuenta céntimos, el haber que reste a per­
cibir, en ningún caso ni por ningún motivo podrá ser inferior a dichas dos 
pesetas cincuenta céntimos diarias; respecto de los salarios, sueldos, pen­
siones, jornales o retribuciones que excedan de dicha cantidad, sólo se 
embargará la quinta parte, si no pasaran de dos mil quinientas pesetas 
anuales, la tercera parte desde esa cantidad hasta cinco mil, y la mitad de 
esta cifra en adelante.» (Art. 1.451).

Estos preceptos de la ley de Enjuiciamiento civil tienen Un desenvol­
vimiento concreto y especial en otras leyes, i cuyo articulado no recoge­
mos porque lo que nos interesa no es el detalle sino consignar que el 
principio de la inembargabilidad está reconocido en nuestras leyes.

Pero sí hemos de hacer especial mención del artículo 1.807 del Código 
civil que dice: <E1 que constituye a título gratuito una renta sobre sus bie­
nes, puede disponer, al tiempo del otorgamiento, que no estará sujeta 
dicha renta a embargo por obligaciones del pensionista.»

Un comentario a este artículo, que habríamos de relacionar con las 
cláusulas de inalienabilidad y de inembargabilidad en los testamentos, nos 
alejaría de nuestro propósito, y por ello nos limitamos a consignar su 
texto, prescindiendo de toda crítica.

* * *
Si, como hemos dicho en el capítulo primero de este estudio, el esen­

cial carácter del Homestead es la inembargabilidad, ¿no pudiera afirmarse 
que en los preceptos transcritos y aludidos había un Homestead? Induda­
blemente. En esos preceptos se establece un Homestead especial; no es 
familiar, sino individual; asegura a la persona un mínimum de subsisten­
cia, pero abstracción hecha de su condición de jefe de familia; y finalmente 
no liga al individuo a la tierra ni tiende a la conservación de ésta. Sin 
embargo, el principio que preside al Homestead, el medio de que el Homes­
tead se vale para la realización de sus fines, no es extraño en nuestra le­
gislación. y esto es lo que en este momento nos interesa hacer constar.

ni.-TENTATIVAS DE INSTAURACIÓN DEL PATRIMONIO
FAMILIAR

El antecedente concreto más remoto lo encontramos en 1907. En este 
año, por decreto de 22 de Marzo, se nombró una comisión encargada de 
estudiar el problema agrícola en España y de redactar los oportunos pro­
yectos de ley. 2

1 Ley 25 Abril y 5 Junio 1895; 29 Julio 1908; Códig'o del Trabajo (art. 17); R, D. de 13 Octubre 1924 
y R. D. de 3 Abril 1926, sobre casas baratas.

2 Memoria que comprende los antecedentes reunidos, trabajos practicados y proyectos de ley 
formulados, por la comisión nombrada para el estudio de la concentración parcelaria. Madrid. 1903.
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4 Pleitos v Causas

Una de las conclusiones a qüe llegó la comisión i fué la de la creación 
de la explotación agrícola familiar. Estas explotaciones no habían de ser 
menores de tres hectáreas ni mayores de veinticinco, que constituirían en 
todo caso una superficie continua. La comisión provincial fijaría en cada 
caso la extensión cxírictamente necesaria para elevar de manera conve­
niente una familia, sin que el producto líquido de la explotación agrícola 
familiar pudiera pasar de 2.000 pesetas. El patrimonio familiar así consti­
tuido gozaría de algunas ventajas, como exenciones tributarias, no poder 
ser embargado por deudas no hipotecarias posteriores a la declaración de 
su constitución y, finalmente, la indivisibilidad durante diez años a partir 
de esa fecha.

No se traía, dice'la Comisión 2 de constituir una burguesía capitalista, 
sino una clase modesta que viva con ayuda de los productos del suelo, 
gozando de una independencia necesaria para asegurarla la condición de 
ciudadanos útiles.

TABLAS DE PENAS
Así se titula una obra muy interesante, en la que aparecen aquellas con 

referencia al Código Penal de 1928, seguidas de un.índice de las distintas 
combinaciones a que han de ajustarse las aplicaciones de aquellas en cada 

rcaso y de cuya publicación son autores los distinguidos publicistas, el Ma­
gistrado don Nicolás J. Company y don Manuel Malien, abogado y cate­
drático. -

La complejidad de las puniciones establecidas en el nuevo Código en su 
profuso articulado, obligará en más de una ocasión a fiscales y a letrados 
que intervienen en asuntos criminales a verificar un minucioso trabajo para 
no incidir en un error-al calificar provisional o definitivamente las causas 
sometidas a su consideración. Toda pérdida de tiempo y toda labor en busca 
de la pena aplicable se halla solucionada con la obra de referencia que me­
tódicamente expone en cada caso la que corresponde al delito sancionado.

La redacción de esta Revista agradece a los autores de la obra men­
cionada, el envío de un ejemplar y la recomienda eficazmente a sus subs­
criptores.

NOTICIAS
Establecido el cambio de esta publicación con la cRevista de Derecho 

Privado», con gran complacencia por nuestra parte insertamos en la cu­
bierta de este número el índice del recientemente publicado ‘por aquélla y 
que creemos de utilidad para nuestros suscriptores.

—Por R. O. de 29 de Enero han sido nombrados Registradores de la Pro­
piedad de Salamanca don Cipriano Bardaji Llari y de Ríoseco don Joaquín 
Navarro Carbonell.

1 Las otras conclusiones se referían a la fijación del límite minimo de los predios en diez hectá­
reas. al derecho de todo propietario de obtener una declaración-de indivisibilidad durante un pe­
riodo no menos de veinte años, y a las permutas voluntaria.s y forzosas de predios, al efecto de que 
no existan esas fajas de terreno que a veces tienen el ancho de una hoz. Eran, pues, tratados los 
cuatro grandes problemas que suscita la propiedad agrícola española; latifundios, concentración 
parcelaria (minimifundios, microfundios), redención de foros y colonización interior.

2 Memoria citada, pág. 278.
VALLADOLID.—IMP. VALENTIN MONTERO. F. ZARANDONA, 4

SGCB2021



Pedro Vicente González Hurtado 
PROCURADOR

P. del General Primo de Rivera, núms. 6 al 8.-Telf. 1021

VALLADOLID

José Sivelo de Miguel
PROCURADOR

Platerías, 24.-Valladolid

EL LIBRO DE ALCALDES Ï SECRETARIOS
UTIL y NECESARIO A TODO CONTRIBUYENTE

Por la Redacción del «Boletín del Secretariado». Cuatro tomos; 
años 1925, 1926, 1927 y 1928. 16 pesetas, franco de porte.

ALICANTE.—Mendez Núñez, 50

Industrias Guillen
Valladolid.—Avenida Alfonso XIII, 17

Aparatos Sanitarios 
Galefacciónes 

Baños. Duchas i

“La Mundial"
DROGUERÍA

Regalado, 6."VALLADOLID
Perfumes. Drogas

Esponjas

Banco Español 
de Crédito

Cuentas corrientes.-Giros 
Descuentos. --Negociaciones 

Caja de ahorros.
'FERRARI, 1 

(esquina a Plaza Mayor) 
VALLADOLID

“FRlGIMIIiE"
Defiende la salud, con-

! servando los alimentos y 
i frutas a bajá temperatura 

No necesita hielo.
EXPOSICIÓN: MIGUEL ISCAR, 4

Herrera y Medina
Valladolid
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PEOCDRADORES SUSCRIPTOS A ESTA REVISTA
BILBAO

D. Benito Díaz Sarabia, Plaza Nueva, 11.
» José Pérez Salazar, Estación, 5,
» Eulogio Urrejola, Volantín, 5.
» Isaías Vidarte, Víctor, 4.
« Ma ano Murga, Hurtado deAmézaga, 12.

BURGOS
D. Alberto Aparicio, Benito Gutiérrez, 5. 

PLASENCIA (Cáceres)
D. EricoShaw de Lara.

LEÓN
D. Victorino FIórez, Gumersido Azcárate, 4.
D. Serafín Largo Gómez, Julio del Campo, 3. 
Astorga.—D. Manuel Martínez.
La Baneza.—D. Jerónimo Carnicero Cisneros 
Ponferrada.—D. José Almaráz Diez.
Sahagún.—D. Antonio Sánchez Guaza.
Villafranca del Bierzo.—D. Augusto Martínez

. MADRID
D. Regino Pérez de laTorre, San Bernardo, 63
D. Eduardo Morales, Fuencarral, 74.
D. Mariano Martín Chico, Fuencarral, 72.
D. Ignacio Corujo, Av. Conde Peñalver, 11.

OVIEDO
D. Arturo Bernardo, Arguelles, 39.
Avilés.—D. José Díaz Alvarez.

. PALENCIA
D. Saturnino García García, Mayor, 198.
t). Enrique FrancoValdeolmillo, D. Sancho 5 
Cervera del Pisuerga.—D. Emilio Martín.

< D. Enrique Gozález Lázaro
Frechilla.—D. Aurelio Cano Gutiérrez; 

PALMA DE MALLORCA
t). Jaime Viñals.

SALAMANCA
Peñaranda de Bracamonte. D. Gerardo Diez

> D. Manuel Gómez González
> / D. Manuel Galán Sánchez.
» „ y D. Germán Diaz Bruno.

SAN SEBASTIAN
D . Vicente Hernaez, Príncipe, 23.

SANTANDER
D . José M. Mezquida, Vía Cornelia, 4.

TAFALLA (Navarra)
D . Diosdado Domíngqez^de Vidaurreta

VALENCIA
D . Vicente Lahoz, Primado Reig, 7.

VALLADOLID
D . Julio González Llanos, Torrecilla, 22.

» Francisco López Ordóñez, Zúñiga, 30.
» Asterio Giménez Barrero, Solanilla, 
» Alberto González Ortega, Gamazo, 18.
» Lucio Recio llera. Plaza de San Miguel, 5, 
> Felino Ruiz del Barrio, L. Cano, 11 y 13.
» José Sivelo de Miguel, Platerías, 24,
» JoséM.^ Stampa y Ferrer, María Molina, 3 
» PedroVicenteGonzález, MonteroCálvo, 52 
» Luis Calvo Salces, Muro, L. R. 
’^Anselmo Miguel Urbano,María Molina, 16 
» Manuel Valls Herrera, Pasión, 26.
» Juan Samaniego, Duque de la Victoria, 16 
» Luis de la Plaza Recio, PI. San Miguel, 5.
» Juan del Campo Divar, Fr Luis de León, 20 

Medina del Campo.—D. Mariano García Rdz. 
» > Julián López Sánchez 
» » Fidel M. Tardágila.

Navá del Rey.—D. Balbino Fernández Dmgz. 
» » Aquilino Burgos Lago. 
» » Juan Burgos Cruzado.

Olmedo.—D. Julián Sanz Cantalapiedra.
» » Luis García García.

Tordesillas.—D. Pablo de la Cruz Garrido.
ZAMORA

Villalpando —D. Marcial López Alonso. 
Toro.—D. Emilio Bedale.

« » Eduardo Cerrato

losé M.^ Stampa Ferrer
PROCURADOR

María Molina, 5.-Teléfono 1.055
VALLADOLID
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